
    
      [image: Cover]
    

  Recurso de Casación Ordinario en la Jurisdicción Social. Cómo lograr su admisión
 (Doctrina, marco regulador, jurisprudencia, preguntas con respuesta, esquema procesal y formularios)

 



 Recurso de Casación Ordinario en la Jurisdicción Social. Cómo lograr su admisión
(Doctrina, marco regulador, jurisprudencia, preguntas con respuesta, esquema procesal y formularios)
3.ª edición
[image: ]



 © ARANZADI LA LEY, S.A.U.
ARANZADI LA LEY, S.A.U.
C/ Collado Mediano, 9
28231 Las Rozas (Madrid)
www.aranzadilaley.es
Atención al cliente: https://areacliente.aranzadilaley.es/publicaciones
 
Tercera edición: 2025
 
Depósito Legal: M-24712-2025
ISBN versión impresa: 978-84-1085-505-2
ISBN versión electrónica: 978-84-1085-506-9
 
Diseño, Preimpresión e Impresión: ARANZADI LA LEY, S.A.U.
Printed in Spain
 
© ARANZADI LA LEY, S.A.U. Todos los derechos reservados. A los efectos del art. 32 del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba la Ley de Propiedad Intelectual, ARANZADI LA LEY, S.A.U., se opone expresamente a cualquier utilización del contenido de esta publicación sin su expresa autorización, lo cual incluye especialmente cualquier reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación, transmisión, envío, reutilización, publicación, tratamiento o cualquier otra utilización total o parcial en cualquier modo, medio o formato de esta publicación.
Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización de sus titulares, salvo excepción prevista por la Ley. Diríjase a Cedro (Centro Español de Derechos Reprográficos, www.cedro.org) si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra.
El editor y los autores no asumirán ningún tipo de responsabilidad que pueda derivarse frente a terceros como consecuencia de la utilización total o parcial de cualquier modo y en cualquier medio o formato de esta publicación (reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación pública, transformación, publicación, reutilización, etc.) que no haya sido expresa y previamente autorizada.
El editor y los autores no aceptarán responsabilidades por las posibles consecuencias ocasionadas a las personas naturales o jurídicas que actúen o dejen de actuar como resultado de alguna información contenida en esta publicación.
ARANZADI LA LEY no será responsable de las opiniones vertidas por los autores de los contenidos, así como en foros, chats, o cualesquiera otras herramientas de participación. Igualmente, ARANZADI LA LEY se exime de las posibles vulneraciones de derechos de propiedad intelectual y que sean imputables a dichos autores.
ARANZADI LA LEY queda eximida de cualquier responsabilidad por los daños y perjuicios de toda naturaleza que puedan deberse a la falta de veracidad, exactitud, exhaustividad y/o actualidad de los contenidos transmitidos, difundidos, almacenados, puestos a disposición o recibidos, obtenidos o a los que se haya accedido a través de sus PRODUCTOS. Ni tampoco por los Contenidos prestados u ofertados por terceras personas o entidades.
ARANZADI LA LEY se reserva el derecho de eliminación de aquellos contenidos que resulten inveraces, inexactos y contrarios a la ley, la moral, el orden público y las buenas costumbres.
Nota de la Editorial: El texto de las resoluciones judiciales contenido en las publicaciones y productos de ARANZADI LA LEY, S.A.U., es suministrado por el Centro de Documentación Judicial del Consejo General del Poder Judicial (Cendoj), excepto aquellas que puntualmente nos han sido proporcionadas por parte de los gabinetes de comunicación de los órganos judiciales colegiados. El Cendoj es el único organismo legalmente facultado para la recopilación de dichas resoluciones. El tratamiento de los datos de carácter personal contenidos en dichas resoluciones es realizado directamente por el citado organismo, desde julio de 2003, con sus propios criterios en cumplimiento de la normativa vigente sobre el particular, siendo por tanto de su exclusiva responsabilidad cualquier error o incidencia en esta materia.




Consejo Asesor Aranzadi LA LEY

 D. Luis María Cazorla (Presidente)
Presidente de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación de España
 
D. Alberto Palomar (Secretario)
Magistrado de lo contencioso-administrativo (EV)
 
D. Ricardo Alonso
Catedrático de Derecho Administrativo y de la UE
D. Moisés Barrio
Letrado del Consejo de Estado
D. Jacobo Manuel Barja de Quiroga López
Presidente de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo
D. Alfredo Berges
Presidente de UNE
D.ª Sonia Calaza
Decana de la Facultad de Derecho de la UNED Catedrática de Derecho procesal de la UNED
D.ª Concepción Campos
Experta en Gestión Pública y Presidenta de la Asociación de Mujeres en el Sector Público
D.ª Ana Belén Campuzano
Catedrática de Derecho mercantil de la Universidad CEU San Pablo
D. Adolfo Díaz Ambrona
Secretario General de la Cámara de Comercio de España
D. Antonio Fernández de Buján y Fernández
Académico de Número de las Reales Academias de Jurisprudencia y Legislación de España y de Galicia
D.ª Isabel Fernández Torres
Catedrática (Ac.) de Derecho Mercantil
D.ª Ana Fernández-Tresguerres
Notaria de Madrid
D. José Luis García Delgado
Catedrático de Economía Aplicada. Univ. Nebrija
D.ª Piedad García-Escudero
Letrada de las Cortes Generales
D. Rafael García Meiro
Consejero Delegado/CEO de AENOR
D. Isaac Merino Jara
Magistrado del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo)
D.ª Encarnación Roca
Catedrática de Derecho Civil
D. Antonio V. Sempere Navarro
Magistrado del Tribunal Supremo
D.ª Rosario Silva
Abogada del Estado
D. Eduardo Torres-Dulce
Fiscal



Doctrina

1 Recurso de casación

 25

La Sala de lo Social del Tribunal Supremo conoce, entre otras cosas, (art. 9 LRJS):
	a)  en única instancia, de los procesos de impugnación de actos de Administraciones públicas atribuidos al orden jurisdiccional social cuando hayan sido dictados por el Consejo de ministros (art. 205.2 LRJS).
	b)  del recurso de casación (art. 205.1 LRJS).

A) Competencia del Tribunal Supremo en procesos de impugnación de actos administrativos
La Sala de lo Social del Tribunal Supremo es competente para conocer en única instancia de los procesos de impugnación de actos de Administraciones públicas atribuidos al orden jurisdiccional social cuando hayan sido dictados por el Consejo de ministros (arts. 9 a) y 205.2 LRJS).
Inicio del proceso y plazo. El proceso se inicia mediante escrito al que se acompaña copia del acto impugnado. El escrito se presenta en el plazo de los dos meses siguientes: a) a la notificación del acto impugnado; b) a la desestimación expresa o presunta del recurso de reposición potestativo, en su caso, solicitando se tenga por anunciada la impugnación jurisdiccional.
Tramitación. En la tramitación de este proceso deben seguirse las reglas siguientes:
	a)  Reclamación del expediente administrativo y demanda. Si en el escrito no concurre causa de inadmisión y, en su caso, se han subsanado los defectos que pudiera presentar en un plazo de diez días, la Sala reclamará el expediente administrativo de la Administración que ha emitido el acto impugnado. Recibido el expediente administrativo, se pondrá a disposición del recurrente o recurrentes para que en el plazo de quince días procedan a formalizar la demanda, con expresión de las infracciones formales o sustantivas en que hubiera incurrido el acuerdo recurrido.
	b)  Contestación a la demanda. De la demanda se dará traslado a la representación de la Administración del Estado y demás partes personadas para su contestación en el plazo de quince días.
	c)  Prueba. La prueba documental distinta de la que obre en el expediente administrativo se aportará con los escritos de demanda o contestación. Se puede solicitar la práctica de otras diligencias de prueba, si existiera disconformidad en los hechos y el Tribunal lo estimara necesario. Si se practica prueba, el Tribunal dará traslado para conclusiones por un plazo de diez días, salvo que se estime necesaria la celebración de vista.
	d)  Señalamiento para votación y fallo. Los autos se señalarán para votación y fallo en el plazo de los diez días siguientes a la presentación de la contestación de la demanda o, en su caso, de la presentación de conclusiones o de la celebración de la vista.
	e)  Sentencia. La sentencia se dictará en el plazo de los diez días siguientes a la votación y fallo, en los términos establecidos en el art. 151.9 LRJS. Contra esta sentencia no cabe recurso posterior.

B) Recurso de casación El recurso de casación es aquél que se interpone contra las resoluciones dictadas en única instancia por las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia y por la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional (art. 205.1 LRJS).
Recurso extraordinario. Se trata de un recurso extraordinario por lo que solo puede formularse frente a las resoluciones que expresamente se recogen en el artículo 206 LRJS y por los motivos tasados en el artículo 207 LRJS.
Órgano jurisdiccional. El órgano que conoce de este recurso es la Sala de lo Social del Tribunal Supremo (art. 205.1 LRJS).
Recurso de casación y recurso de suplicación. Dada la semejanza que existe entre los recursos de suplicación y casación, en general se hace una remisión a lo ya expuesto, sin perjuicio de que en algunos puntos concretos se haga una remisión expresa.
1.  Resoluciones recurribles
El artículo 206 LRJS determina qué resoluciones, sentencias y autos, son o no recurribles en casación.
Sentencias recurribles en casación. Son recurribles en casación las sentencias dictadas en instancia por las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia y por la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional (art. 206 LRJS).
Las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia conocen en única instancia, por un lado, de los procesos siguientes, cuando extiendan sus efectos a un ámbito territorial superior al de la circunscripción de un Juzgado de lo Social y no superior al de la Comunidad Autónoma (art. 7.a LRJS):
	-  Sobre constitución y reconocimiento de la personalidad jurídica de los Sindicatos, impugnación de sus Estatutos y su modificación.
	-  En materia de régimen jurídico específico de los Sindicatos, tanto legal como estatutario, en lo relativo a su funcionamiento interno y a las relaciones con sus afiliados.
	-  Sobre constitución y reconocimiento de la personalidad jurídica de las Asociaciones empresariales en los términos referidos en la disposición derogatoria de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, impugnación de sus Estatutos y su modificación.
	-  Sobre tutela de los derechos de libertad sindical, huelga y demás derechos fundamentales y libertades públicas, incluida la prohibición de la discriminación y el acoso. Controversias entre dos o más sindicatos, o entre estos y las asociaciones empresariales.
	-  En procesos de conflictos colectivos.
	-  Sobre impugnación de Convenios Colectivos y acuerdos, cualquiera que sea su eficacia, incluidos los concertados por las Administraciones públicas de aplicación exclusiva al personal laboral; impugnación de laudos arbitrales de naturaleza social.

También conocen en instancia de los procesos de despido colectivo impugnados por los representantes de los trabajadores, cuando extiendan sus efectos a un ámbito territorial no superior al de la Comunidad Autónoma (arts. 7 a) y 124.9 LRJS).
Además, los TSJ también conocen en única instancia de los procesos de impugnación de actos de las Administraciones pública atribuidos al orden jurisdiccional social en el art. 2, n) y s) LRJS, cuando hayan sido dictados por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma o por órganos de la Administración General del Estado con nivel orgánico de ministro o Secretario de Estado, siempre que, en este último caso, el acto haya confirmado los que hayan sido dictados por órganos o entes distintos con competencias en todo el territorio nacional.
La Sala de lo Social de la Audiencia Nacional conoce en única instancia, por un lado, de los mismos procesos, pero cuando extiendan sus efectos a un ámbito territorial superior al de una Comunidad Autónoma (art. 8.1 LRJS).
En segundo lugar, conoce de los procesos de despido colectivo impugnados por los representantes de los trabajadores, cuando extiendan sus efectos a un ámbito territorial superior al de una Comunidad Autónoma (arts. 8.1 y 124.9 LRJS)
Por último, con independencia de su ámbito territorial de afectación, conocerá de los procesos de impugnación de actos de Administraciones públicas atribuidos al orden jurisdiccional social en el art. 2, n) y s) LRJS, dictados por órganos de la Administración General del Estado y de los organismos públicos vinculados o dependientes de ella cuyo nivel orgánico sea de Ministro o Secretario de Estado (art. 8.2 LRJS).
Sentencias no recurribles en casación. El recurso no cabe frente a todas las sentencias dictadas en instancia por los Tribunales Superiores de Justicia o por la Audiencia Nacional. Así, el recurso de casación no procede contra las sentencias dictadas en procesos de impugnación de actos de las Administraciones públicas atribuidos al orden social en las letras n) y s) del artículo 2 que sean susceptibles de valoración económica cuando su cuantía litigiosa no alcance los exceda de 150.000 mil euros (art. 206.1 LRJS; STS 30-5-17, rec. 144/16; STS 2-10-25, rec. 147/2023); o, dicho en positivo, para acceder al recurso se precisa que la cuantía litigiosa rebase los 150.000 euros.
Autos recurribles en casación. Las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia y la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional dictan autos susceptibles de recurso de reposición. Contra algunos de los autos que resuelven el recurso de reposición procede recurso de casación. En términos similares, los Letrados de la Administración de Justicia de las referidas Salas dictan Decretos susceptibles de recurso de revisión. En algún caso, frente al auto que resuelve el recurso de revisión cabe recurso de casación. En concreto, cabe recurso de casación contra los autos siguientes (art. 206.2, 3 y 4 LRJS) -en general, nos remitimos a lo expuesto en relación con el recurso de suplicación contra autos-:
	-  Autos que resuelven el recurso de reposición interpuesto contra la resolución en que la Sala (del TSJ o de la AN), antes del juicio, declara la falta de jurisdicción o competencia (arts. 5 y 206.2 LRJS).
	-  Autos que resuelven el recurso de reposición o, en su caso, de revisión, interpuesto contra la resolución que dispone la terminación anticipada del proceso: a) por satisfacción extraprocesal o pérdida sobrevenida de objeto; b) por falta de subsanación de los defectos advertidos en la demanda no imputable a la parte o a su representación procesal o por incomparecencia injustificada a los actos de conciliación y juicio, siempre que por caducidad de la acción o de la instancia u otra causa legal no fuera jurídicamente posible su reproducción posterior (art. 206.3 LRJS).
	-  Autos dictados en ejecución definitiva y provisional de sentencias. Durante la ejecución definitiva de una sentencia el Letrado de la Administración de Justicia dicta decretos y la Sala de lo Social autos. Contra los primeros cabe formular recurso de revisión y contra los segundos recurso de reposición. Ambos recursos son resueltos por la Sala de lo Social mediante auto. Frente al mismo puede proceder recurso de casación.

Para que proceda el recurso de casación el auto deberá encontrarse en alguno de estos supuestos:
	-  Deniegue el despacho de ejecución.
	-  Resuelva puntos sustanciales no controvertidos en el pleito, no decididos en la sentencia o que contradigan lo ejecutoriado.
	-  Ponga fin al procedimiento incidental en la ejecución decidiendo cuestiones sustanciales no resueltas o no contenidas en el título ejecutivo.

Durante la ejecución provisional de sentencias la Sala de lo Social dicta resoluciones, en principio, únicamente susceptibles de recurso de reposición. Ahora bien, si en el Auto se adopta materialmente una decisión comprendida fuera de los límites de la ejecución provisional -la STS 23-09-1997, rcud 29/1997 abogó por permitir el recurso de suplicación en estos casos- o se declara la falta de jurisdicción o competencia del orden social -como así ocurrió en la STS 17-07-93, rcud. 357/93-, contra el auto que resuelva el recurso de reposición procederá recurso de casación [arts. 304.3 y 206.4 c) LRJS].
2.  Motivos de recurso de casación
El recurso de casación se puede interponer por los siguientes motivos (art. 207 LRJS):
	a)  Abuso, exceso o defecto en el ejercicio de la Jurisdicción.
	b)  Incompetencia o inadecuación de procedimiento.
	c)  Quebrantamiento de las formas esenciales del juicio por infracción de las normas reguladoras de la sentencia o de las que rigen los actos y garantías procesales, siempre que, en este último caso, se haya producido indefensión para la parte.
	d)  Error en la apreciación de la prueba basado en documentos que obren en autos que demuestren la equivocación del juzgador, sin resultar contradichos por otros elementos probatorios.
	e)  Infracción de las normas del ordenamiento jurídico o de la jurisprudencia que fueren aplicables para resolver las cuestiones objeto de debate.

A pesar del mayor número de motivos de recurso en relación con el de suplicación, en esencia, hay una coincidencia de motivos. Así, el recurso se podrá entablar por razones procesales, de hecho o de derecho. Cabe, no obstante, realizar las siguientes consideraciones singulares al recurso de casación:
Abuso, exceso o defecto en el ejercicio de la Jurisdicción. Este motivo comprende los siguientes supuestos:
	‐  Extensión y límites de la jurisdicción de los tribunales españoles en el orden social (arts. 21 y 25 LOPJ).
	‐  Conflictos de jurisdicción entre los tribunales del orden social y la Administración (arts. 38 y ss. LOPJ).
	‐  Conflictos de competencia entre los órganos jurisdiccionales del orden social y los de otros órdenes de la jurisdicción (arts. 12 LRJS y 42 y ss. LOPJ).

Incompetencia o inadecuación de procedimiento. Este motivo comprende los siguientes supuestos:
	‐  Cuestiones de competencia por razones objetivas, funcionales o territoriales (arts. 6, 7, 8, 9, 10 y 11 LRJS).
	‐  Inadecuación de procedimiento. «La inadecuación de procedimiento, aun comportando la infracción de normas de orden público, naturaleza que tienen las procesales, no debe ser apreciada, con los consiguientes efectos de nulidad, más que cuando implique la ausencia de requisitos indispensables para que sea alcanzado el fin ínsito al proceso o a los actos procesales afectados o cuando comporta la indefensión de parte» (STS 23-10-93, rcud. 3758/92; STS 11-6-97, rcud. 3729/96).

ATENCIÓN Téngase en cuenta que, si en cualquier momento desde la presentación de la demanda se advierte la inadecuación del procedimiento seguido, se procederá a dar al asunto la tramitación que corresponda a la naturaleza de las pretensiones ejercitadas, sin vinculación necesaria a la modalidad elegida por las partes y completando, en su caso, los trámites que fueren procedentes según la modalidad procesal adecuada, con aplicación del régimen de recursos que corresponda a la misma. No procederá el sobreseimiento del proceso o la absolución en la instancia por inadecuación de la modalidad procesal, salvo cuando no sea posible completar la tramitación seguida hasta ese momento o cuando la parte actora persista en la modalidad procesal inadecuada (art. 102.2 LRJS).

Error en la apreciación de la prueba. El único medio de prueba que puede aducirse para intentar la revisión de hechos probados es la documental. La pericial que es de posible alegación en suplicación no lo es en el recurso de casación (STS 21-7-15, rec. 9/15).
3.  Tramitación del recurso
En la tramitación del recurso de casación, íntegramente por escrito, se pueden distinguir diferentes fases. Aunque el recurso se resuelve por la Sala de los Social del Tribunal Supremo, la mayor parte de la tramitación se efectúa en la Sala de lo Social de origen (Tribunales Superiores de Justicia o Audiencia Nacional), ante la cual se prepara el recurso, se controla de admisibilidad y se señala plazo para su formalización.
3.1.  Preparación del recurso
La interposición del recurso de casación requiere que con carácter previo se proceda a la preparación del mismo (art. 208 LRJS).
El recurso se considera preparado por la mera manifestación de voluntad, escrita o verbal, por la que se pone en conocimiento de la Sala de lo Social correspondiente el deseo de interponer el recurso.
Legitimados para preparar el recurso. Están legitimados para preparar el recurso de casación cualquiera de las partes, su abogado, graduado social colegiado o representante.
Destinatario de esta manifestación de voluntad es la Sala de lo Social que corresponda.
Formas de preparar el recurso. El recurso de casación se podrá preparar por escrito o verbalmente siguiendo alguna de estas maneras:
	‐ Por manifestación verbal al momento de efectuarse la notificación de la resolución. 
	‐ Por comparecencia ante la Sala de lo Social que dictó la resolución. 
	‐ Por escrito presentado ante la Sala de lo Social que dictó la resolución. 

Plazo para preparar el recurso. El recurso de casación deberá prepararse dentro del plazo de cinco días a contar desde el día siguiente a la notificación de la resolución que se pretende recurrir. 
Contenido de la preparación del recurso. La preparación del recurso, manifestada por escrito o verbalmente, debe contener la referencia expresa de la resolución que se impugna, así como la mera manifestación de voluntad por la que se pone en conocimiento de la Sala de lo Social el deseo de interponer el recurso en un momento inmediatamente posterior.
La ley no exige ningún dato más, por lo que la preparación del recurso no es momento oportuno para manifestar el motivo o motivos de recurso, que es algo que queda para el escrito de interposición del recurso.
Consignaciones o aseguramiento. Si la sentencia impugnada condenara al pago de cantidad, con la preparación del recurso el recurrente que no goce del derecho de asistencia jurídica gratuita deberá consignar o asegurar la cantidad objeto de condena (art. 230 LRJS).
Depósito. Como regla general, todo el que, sin tener la condición de trabajador, causahabiente suyo o beneficiario del régimen público de la Seguridad Social, prepare recurso de casación, consignará como depósito seiscientos euros. Ahora bien, de esta obligación están excluidos, por lo que puede afectar al recurso de casación, entre otros, los sindicatos (art. 229.1 y 4 LRJS).
Designación de letrado. Siendo preceptiva la defensa de letrado en los recursos de casación (art. 21 LRJS), la preparación del recurso es uno de los momentos en los que se puede designar letrado (art. 231.2 LRJS), salvo que la parte ya haya estado asistida por letrado en la instancia y vaya a seguir estándolo por el mismo letrado.
3.2.  Control de admisibilidad de la preparación del recurso
Durante la tramitación del recurso de casación están previstos sucesivos momentos en los que el Letrado de la Administración de Justicia y la Sala de lo Social deben controlar la admisibilidad del recurso. El primer momento se produce tras la preparación del recurso.
Defectos u omisiones insubsanables. 
Son defectos u omisiones insubsanables (art. 209.2 LRJS):
	‐ Que la resolución impugnada no sea recurrible en casación. 
	‐ Que el recurrente no cumpla en su totalidad con el deber de consignar o asegurar la cantidad objeto de condena. 
	‐ Que el recurso no se prepare en el plazo fijado de cinco días. 

Defectos u omisiones subsanables. Son defectos u omisiones subsanables (art. 209.1, 2º y 230.5 LRJS):
	‐  Insuficiencia de la consignación o del aseguramiento efectuados, incluidas las especialidades en materia de Seguridad Social.
	‐  No aportar, en el momento del anuncio del recurso, los justificantes de la consignación o aseguramiento, siempre que el requisito se hubiera cumplimentado dentro del plazo de anuncio.
	‐  La falta de acreditación o acreditación insuficiente de la representación necesaria.
	‐  El incumplimiento de cualquier otro requisito formal de carácter subsanable necesario para el anuncio, por ejemplo, cumplimiento de la obligación del depósito o de la consignación en cuenta bancaria errónea.

Si el Letrado de la Administración de Justicia del TSJ detecta un defecto u omisión subsanable concederá al recurrente un plazo de cinco días para que subsane los defectos apreciados.
Inadmisión de la preparación del recurso. Si la resolución impugnada no es recurrible en casación, si el recurso no se prepara en el plazo de los cinco días, o el recurrente incumple otros requisitos necesarios para la preparación del recurso de modo insubsanable o, finalmente, no subsana los defectos subsanables en el plazo conferido al efecto, la Sala de lo Social de instancia declarará, mediante auto, tener por no preparado el recurso, quedando firme, en su caso, la resolución impugnada. Contra este auto procede recurso de queja ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo (art. 209.2 LRJS).
Admisión de la preparación del recurso. Si la preparación del recurso cumple los requisitos exigidos, el Letrado de la Administración de Justicia, mediante diligencia de ordenación,  tendrá por preparado el recurso (art. 209.1 LRJS).
3.3.  Plazo para formalizar el recurso
Plazo. Una vez preparado el recurso de casación, el Letrado de la Administración de Justicia concede a la parte o partes recurrentes, por el orden de preparación, un plazo de quince días para formalizar el recurso. El plazo comienza a correr a partir de la notificación de la diligencia de ordenación al letrado designado, esto es, el plazo correrá cualquiera que sea el momento en que el letrado retire o examine los autos puestos a su disposición, incluso aunque no los retirare o examine (art. 209.3 LRJS).
Entrega o examen de los autos. Durante dicho plazo los autos se encuentran a disposición del letrado en la oficina judicial de la Sala para su entrega o su examen. El letrado puede retirar los autos o examinarlos sin retirarlos de la oficina judicial. La entrega o examen puede ser en soporte convencional (papel) o mediante acceso informático o soporte electrónico de disponerse de tales medios (art. 209.3 LRJS).
Interposición de varios recursos. Cuando se formulen varios recursos de casación contra una misma resolución, en principio, por el orden de anuncio se concederá a cada letrado un plazo de quince días para examinar o retirar los autos. Ahora bien, si el órgano judicial dispone de los medios para dar simultáneo traslado o acceso a las actuaciones a todas las partes recurrentes, se dispondrá que tanto la puesta a disposición de las actuaciones, como la formalización del recurso, se efectúen dentro de un plazo común a todos los recurrentes (art. 209.3 in fine LRJS).
3.4.  Interposición del recurso
Interposición del recurso. El escrito de recurso se presenta ante la Sala de lo Social del TSJ o de la AN que dictó la resolución impugnada, sin necesidad de que se presenten tantas copias del escrito de interposición como partes recurridas haya. El recurso lo presenta el letrado designado al efecto quien, de no indicarse otra cosa, asumirá desde ese momento la representación de la parte en el recurso. El letrado designará un domicilio, en la sede de la Sala de lo Social del TS, a efectos de notificaciones, con todos los datos necesarios para su práctica (arts. 210.1 y 53.2 LRJS). 
Tasa judicial. Al escrito de interposición del recurso de casación, en principio, las personas jurídicas debían acompañar justificante del pago de la tasa prevista en la Ley 10/2012, consistente, como regla general, en 750 euros. Para este recurso es de destacar que los sindicatos estaban exonerados de pagar esta tasa. La tasa judicial no es exigible desde el 15 de agosto de 2016 porque ha sido declarada la nulidad parcial del art. 7 de la referida ley, STC 140/2016, de 21 jul.
El escrito de interposición del recurso. El escrito de formalización del recurso de casación debe cumplir con los requisitos siguientes (art. 210.2 LRJS):
	a)  Debe expresar por separado, con el necesario rigor y claridad, cada uno de los motivos de casación, por el orden fijado en el art. 207 LRJS.
	b)  Debe razonar la pertinencia y fundamentación de cada uno de los motivos.
	c)  Debe señalar el contenido concreto de la infracción o vulneración cometidas, haciendo mención precisa de las normas sustantivas o procesales infringidas. Si se invoca quebranto de doctrina jurisprudencial, debe indicarse las concretas resoluciones que establezcan la doctrina invocada.
	d)  En los tres primeros motivos de recurso del art. 207 LRJS, relativos a la infracción de normas y garantías procesales, debe consignarse la protesta, la solicitud de subsanación o recurso destinados a subsanar la falta o trasgresión en la instancia, de haber existido momento procesal oportuno para ello y el efecto de indefensión producido.
	e)  En el motivo sobre error en la apreciación de la prueba debe señalarse de modo preciso cada uno de los documentos en que se fundamente y el concreto extremo a que se refiere, ofreciendo la formulación de los hechos probados que se propugna.

El art. 210.3 LRJS prevé que la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo pueda determinar, mediante acuerdo publicado en el BOE, la extensión máxima y otras condiciones extrínsecas, incluidas las relativas al formato en el que deben ser presentados, de los escritos de formalización y de impugnación de los recursos. Esta facultad se ha materializado en el Acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo de 24 de marzo de 2025, publicado en el BOE de 29 de abril.
El incumplimiento de estos  requisitos da lugar a la inadmisión del recurso o, de no inadmitirse, a la desestimación del recurso (SSTS 8-6-22, rcud. 4927/19 y 21-4-15, Rec. 296/14).
Auto por el que se pone fin al trámite del recurso. La Sala de lo Social del TSJ o de la AN puede poner fin al trámite del recurso quedando firme la resolución impugnada en los siguientes casos (art. 210.4 LRJS):
	a)  Cuando el recurso de casación no se hubiera formalizado en el plazo de los quince días.
	b)  Cuando en el escrito de recurso se hubiesen omitido de modo manifiesto los requisitos exigidos en el art. 210.2 LRJS. Contra dicho auto procederá recurso de queja ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo (art. 210.3 in fine LRJS).


3.5.  Escrito de impugnación y remisión de los autos
Una vez formalizado el recurso de casación, el Letrado de la Administración de Justicia proveerá en el plazo de dos días dando traslado del escrito de recurso a las demás partes por término común de diez días para su impugnación. El escrito de impugnación debe presentarse acompañado de tantas copias como sean las demás partes para su traslado a las mismas (art. 211.1 LRJS).
Contenido del escrito de impugnación. El escrito de impugnación, que debe observar análogos requisitos a los exigidos para la formalización del recurso (art. 210.3 LRJS) puede contener:
	a)  desarrollo por separado de los distintos motivos de impugnación, correlativos a los de casación formulados de contrario.
	b)  las causas de inadmisión que estime concurrentes.
	c)  en su caso, otros motivos subsidiarios de fundamentación del fallo de la sentencia recurrida o eventuales rectificaciones de hecho que, con independencia de los fundamentos aplicados por la sentencia, pudieran igualmente sustentar la estimación de las pretensiones de la parte impugnante.

Intervención de letrado. El escrito de impugnación debe estar suscrito por letrado quien, de no indicarse otra cosa, asumirá desde ese momento la representación de la parte en el recurso. El letrado presentará el escrito de impugnación con tantas copias como sean las demás partes y designará un domicilio, en la sede de la Sala de lo Social del TS, a efectos de notificaciones, con todos los datos necesarios para notificaciones (arts. 211.1, 1º y 53.2 LRJS).
Autos a disposición de la parte o del letrado. Durante el plazo previsto para la impugnación los autos están a disposición de la parte o del letrado que designe a tal fin, en la oficina judicial de la Sala para su entrega o examen. La entrega o examen puede ser en soporte convencional (papel) o mediante acceso informático o soporte electrónico de disponerse de tales medios (art. 211.2 LRJS).
Alegaciones al escrito de impugnación. Del escrito de impugnación se da traslado a las otras partes. Recibido el escrito de impugnación, estas otras partes disponen de cinco días para presentar alegaciones contra el escrito. De este escrito de alegaciones también se dará traslado a las otras partes (art. 211.3 LRJS). 
Remisión de los autos. Transcurridos los plazos para presentar los escritos de impugnación y, en su caso, el de alegaciones, háyanse presentado o no dichos escritos, se elevarán los autos a la Sala de lo Social del Tribunal Supremo dentro de los cinco días siguientes (art. 212 LRJS).
4.  Tramitación ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo
Recibidos los autos en la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, el Letrado de la Administración de Justicia procede a controlar si en la tramitación del recurso de casación se han cumplido con todos los requisitos (art. 213 LRJS).
Defectos subsanables. Si el Letrado de la Administración de Justicia aprecia defectos subsanables en el recurso -aunque referidos al momento de la preparación del recurso, también se pueden controlar aquí los previstos en el art. 230.5 LRJS-, concederá a la parte un plazo de cinco días para que aporte documentos omitidos o subsane los defectos apreciados (art. 213.1 LRJS).
De no efectuarse la subsanación en el tiempo y forma establecidos la Sala dictará auto de inadmisión del recurso declarando la firmeza en su caso de la resolución recurrida. La Sala declarará la pérdida del depósito para recurrir y remitirá las actuaciones a la Sala de procedencia (art. 213.1 LRJS).
Contra el auto de inadmisión solo procederá recurso de reposición (art. 213.1 in fine LRJS).
Defectos insubsanables. Si el Letrado de la Administración de Justicia aprecia defectos insubsanables dará cuenta a la Sala para que ésta adopte la resolución que proceda (art. 213.2 LRJS).
Inadmisión del recurso. Si el Letrado de la Administración de Justicia no aprecia defectos en el recurso o una vez subsanados los advertidos, dará cuenta al Magistrado ponente para instrucción de los autos por tres días (art. 213.3 LRJS).
El Magistrado ponente dará cuenta a la Sala del recurso interpuesto. La Sala si estima que concurre causa de inadmisión, previo informe del Ministerio Fiscal y, en su caso, oído el recurrente por cinco días, dictará auto de inadmisión del recurso (art. 213.3 LRJS).
Son causas de inadmisión del recurso (art. 213.4 LRJS):
	-  el incumplimiento de manera manifiesta e insubsanable de los requisitos para recurrir.
	-  la carencia sobrevenida del objeto del recurso.
	-  la falta de contenido casacional de la pretensión.
	-  el haberse desestimado en el fondo otros recursos en supuestos sustancialmente iguales.

Transcurrido el plazo de cinco días para la emisión del informe del Ministerio Fiscal o, en su caso, para oír a la recurrente, la Sala dictará, en el plazo de tres días, el auto de inadmisión, declarando la firmeza de la resolución recurrida. Impondrá costas al recurrente en los términos establecidos en el art. 235 LRJS; declarará la pérdida del depósito y dará a las consignaciones y aseguramientos prestados el destino que corresponda. Finalmente notificará la resolución a las partes y al Ministerio Fiscal. Contra el auto de inadmisión no procede recurso alguno (art. 213.5 LRJS).
Inadmisión parcial. Si la inadmisión es parcial -porque únicamente afecta a alguno de los motivos de recurso aducidos o a algunos de los recursos interpuestos, el auto de inadmisión dispondrá la continuación del trámite de los restantes recursos o motivos no afectados por el auto de inadmisión parcial. Contra el auto de inadmisión parcial tampoco procede recurso alguno (art. 213.5 LRJS).
Admisión del recurso y traslado al Ministerio Fiscal. De admitirse total o parcialmente el recurso o recursos de casación, el Letrado de la Administración de Justicia dará traslado de los autos a la Fiscalía de lo Social del Tribunal Supremo, en soporte convencional o electrónico, para que, en el plazo de 10 días, emita informe sobre la procedencia o improcedencia de la casación pretendida (art. 214.1 LRJS). Este traslado se efectuará igualmente, a los estrictos fines de defensa de la legalidad, cuando el Ministerio Fiscal sea parte en el proceso.
Vista o deliberación, votación y fallo. Una vez que los autos son devueltos por el Ministerio Fiscal, caben dos opciones (art. 214.2 LRJS): 
	-  Vista: si la Sala de lo Social lo estima necesario, el Letrado de la Administración de Justicia señalará día y hora para la celebración de una vista. 
	-  Deliberación, votación y fallo: si la Sala de lo Social no estima necesario la celebración de la vista, el Tribunal señalará día y hora para deliberación, votación y fallo. 

La vista o la deliberación, votación y fallo se celebrarán dentro de los diez días siguientes a la devolución de los autos y del informe del Ministerio Fiscal. 
5.  Sentencia
La Sala de lo Social del Tribunal Supremo dictará sentencia en el plazo de los diez días siguiente a la terminación de la vista o a la celebración de la votación (art. 214.3 LRJS).
La sentencia puede ser estimatoria o desestimatoria. La sentencia que desestima el recurso confirma la sentencia de instancia. La estimación del recurso supone la casación de la resolución recurrida, debiendo la Sala de lo Social resolver conforme a las siguientes reglas (art. 215 LRJS):
Estimación del recurso por razones procesales. La estimación del recurso por alguno de los motivos recogidos en los apartados a) o b) del art. 207 LRJS -falta de jurisdicción, incompetencia o inadecuación de procedimiento- tiene como consecuencia la anulación de la sentencia recurrida, dejando a salvo el derecho de ejercitar las pretensiones ante quien corresponda o por el procedimiento adecuado (art. 215 a) LRJS). De estimarse la competencia del orden social, se devolverán las actuaciones al órgano de instancia para que resuelva el fondo del asunto.
Si el recurso se estima por el motivo previsto en el apartado c) del art. 207 LRJS -quebrantamiento de las formas esenciales del juicio por infracción de las normas reguladoras de la sentencia o de las que rigen los actos y garantías procesales-, se mandará reponer las actuaciones al estado o momento en que se hubiera incurrido en la falta, salvo que la infracción se hubiera producido durante la celebración del juicio, en cuyo caso se mandarán reponer al momento de su señalamiento (art. 215 b) LRJS).
Ahora bien, cuando al amparo del art. 207 c) LRJS se denuncie la infracción de las normas reguladoras de la sentencia (arts. 97 a 99 LRJS, 209 a 219 LEC y 248.3 LOPJ) y se estime el motivo, la Sala estará obligada a resolver el fondo del asunto, dentro de los términos en que aparezca planteado el debate. No obstante, si el relato de hechos probados de la resolución recurrida fuera insuficiente y no se pudiera completar por la vía del art. 207 d) LRJS, la Sala acordará la nulidad en todo o en parte de dicha resolución y de las siguientes actuaciones procesales: a) si la nulidad lo es en todo, mandará reponer lo actuado al momento de dictar sentencia, para que se salven las deficiencias advertidas y los autos sigan su curso legal; b) si la nulidad es en parte, además, tendrá que concretar los extremos de la resolución impugnada que conservan su firmeza.
Estimación del recurso por revisión de hechos o infracción de normas sustantivas o de la jurisprudencia. Si se estima el motivo de recurso amparado en la infracción de normas sustantivas o de la jurisprudencia (art. 207 e) LRJS) y, en su caso, la revisión de hechos probados (art. 207 d) LRJS), la sentencia revocará la de instancia y resolverá, con preferencia, el fondo del asunto conforme a derecho (art. 215 c) LRJS).
Además, si el relato de hechos probados y demás antecedentes no cuestionados obrantes en autos resultan suficientes, la Sala resolverá aquellos extremos no resueltos en instancia por haberse apreciado circunstancias obstativas (litispendencia, cosa juzgada, prescripción, caducidad), así como, en su caso, las alegaciones efectuadas en los escritos de impugnación (art. 215 c) in fine LRJS).
6.  Consignaciones, depósito y multa
6.1.  Estimación del recurso
	‐ Si la sentencia estima el recurso de casación con revocación total de la sentencia de instancia, procede la devolución de todas las consignaciones y del depósito y la cancelación de los aseguramientos prestados (art. 216.1 y 3 LRJS), sin condena en costas (art. 235 LRJS). 
	‐ Si la sentencia estima el recurso de casación con revocación parcial de la sentencia de instancia, procede la devolución de la totalidad del depósito y si se condenara a una cantidad inferior a la resolución recurrida, el fallo dispondrá la devolución parcial de las consignaciones en la cuantía que corresponda a la diferencia de las dos condenas, y la cancelación también parcial de los aseguramientos prestados (art. 216.2 y 3 LRJS), sin condena en costas (art. 235 LRJS).

6.2.  Desestimación del recurso
Si la sentencia desestima el recurso de casación con la confirmación de la sentencia de instancia, se dispondrá la pérdida de las consignaciones a las que se dará el destino que corresponda y del depósito y el mantenimiento de los aseguramientos prestados, hasta que el condenado cumpla con la sentencia o hasta que en cumplimiento de la sentencia resuelva la realización de dichos aseguramientos (art. 217.1 LRJS), con condena en costas al recurrente que no goce de asistencia jurídica gratuita (art. 235 LRJS).
6.3.  Sanción pecuniaria
Si la sentencia de instancia hubiera impuesto sanción pecuniaria por alguno de estos tres motivos:
	a)  al litigante que no hubiera acudido injustificadamente al acto de conciliación previa extrajudicial; 
	b)  a la parte que hubiera obrado con temeridad o de mala fe; 
	c)  o cuando la sentencia condenatoria coincida en esencia con la pretensión contenida en la papeleta de conciliación (arts. 75.4 y 97.3 LRJS).

La sentencia de la Sala deberá confirmarla o no, en todo o en parte, de forma motivada, pronunciándose asimismo sobre los honorarios de los abogados si hubieran sido impuestos en la sentencia recurrida (art. 217.2 LRJS). Igualmente, la Sala podrá imponer dicha sanción (entre 600 y 6.000 euros) y condenar al pago de honorarios si aprecia temeridad o mala fe en la actuación de las partes o su representación procesal durante el recurso (arts. 75.4 LRJS). 



2 Disposiciones comunes a los recursos de suplicación y casación

 1.  Depósito para recurrir
Todo el que, sin tener la condición de trabajador, causahabiente suyo o beneficiario del régimen público de la seguridad social, anuncie recurso de suplicación o prepare recurso de casación, deberán constituir como depósito la cantidad de 300 euros, si se trata del recurso de suplicación y de 600 euros si el recurso fuere el de casación ordinaria o el de casación para la unificación de doctrina (art. 229.1 LRJS).
Se trata de una exigencia legal de honda tradición en nuestro derecho que, como ha señalado el Tribunal Supremo en reiteradas resoluciones, tiene por objeto conseguir que los recursos extraordinarios se interpongan con todas las garantías (STS 30-1-02, rcud. 3294/00; ATS 26-10-00, Rec. 2646/00).
Finalidad del depósito. El depósito tiene como finalidad «asegurar la seriedad de los recursos de corte extraordinario y reprimir la contumacia del litigante vencido, imponiendo con este designio una moderada carga que no afecta al contenido esencial del derecho» a la tutela judicial efectiva (STC 114/1986, 6 dic.; STC 29/1993, 25 en.).
Forma del depósito. El depósito debe constituirse en dinero en efectivo en la entidad de crédito correspondiente ‐en la actualidad la entidad de crédito es el SANTANDER‐ y en la "cuenta de depósitos y consignaciones" del órgano que hubiere dictado la resolución recurrida (art. 229.2 LRJS).
Corresponde al Letrado de la Administración de Justicia verificar en la cuenta la realización del ingreso, debiendo quedar constancia de dicha actuación en el procedimiento (art. 229.2 LRJS).
Efectos de la sentencia sobre el depósito. Si la sentencia estima total o parcialmente o se declara la nulidad, con devolución de las actuaciones, el recurso se dispone la devolución de la totalidad del depósito (arts. 203.3, 216.1 y 3 y 228.2 LRJS). Si la sentencia desestima el recurso se declarará la pérdida del depósito la cantidad depositada que se ingresará en el Tesoro Público (art. 229.3 LRJS).
Momento en que debe procederse a la consignación del depósito. El depósito debe constituirse cuando se anuncie el recurso de suplicación o cuando se prepare los recursos de casación o casación para la unificación de doctrina (arts. 229.1 y 230.3 LRJS).
Efectos del incumplimiento de la obligación de depósito.
Corresponde al letrado de la Administración de Justicia del órgano a quo verificar si se ha realizado el ingreso en la cuenta de depósitos y consignaciones. De esta actuación el Letrado de la Administración de Justicia dejará constancia en los autos (art. 229.2 LRJS).
Si se verifica que no se ha constituido el depósito, el defecto podrá subsanarse en los momentos siguientes:
‐ Recurso de suplicación: a) en principio, cuando se tenga que tener por anunciado el recurso. En este caso, el Letrado de la Administración de Justicia concederá al recurrente un plazo de cinco días para que subsane el defecto. Si se subsana, se tendrá por anunciado el recurso. Si no se subsana el Juez dictará un auto que ponga fin al trámite de recurso, quedando firme la sentencia impugnada. Contra dicho auto podrá recurrirse en queja ante la Sala de lo Social del TSJ (art. 230.5.c) LRJS); b) ahora bien, nada impide que pueda controlarse este defecto en un momento posterior. Así, en el trámite de admisión del recurso (art. 195 LRJS) o cuando los autos sean recibidos por el Letrado de la Administración de Justicia de la Sala de lo Social del TSJ (art. 199 LRJS).
‐ En los recursos de casación o casación para la unificación de doctrina: a) cuando se tenga que tener por preparado el recurso. En este caso, el Letrado de la Administración de Justicia concederá al recurrente un plazo de cinco días para que subsane el defecto. Si se subsana, se tendrá por preparado el recurso. Si no se subsana el Juez dictará un auto que ponga fin al trámite de recurso, quedando firme la sentencia impugnada. Contra dicho auto podrá recurrirse en queja ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo (art. 230.5.c) LRJS); b) ahora bien, nada impide que pueda controlarse este defecto en un momento posterior. Así, en el trámite de admisión del recurso (arts. 210 y 223 LRJS) o cuando los autos sean recibidos por el Letrado de la Administración de Justicia de la Sala de lo Social del TS (arts. 213 y 225 LRJS).
ATENCIÓN Sujetos obligados a constituir el depósito. Están obligados a constituir el depósito todos los que no tengan la condición de trabajador o causahabiente suyo o beneficiario del régimen público de la Seguridad Social, en concreto:
‐ Empresarios que no tengan derecho a la asistencia jurídica gratuita.
‐ Sociedades mercantiles de capital estatal como la Sociedad Anónima Estatal Correos y Telégrafos (STSJ Cataluña 16-6-05, Rec. 834/05; STSJ Cataluña 12-6-03, Rec. 2228/03).
‐ Mutuas

Sujetos exentos de constituir el depósito. Están exentos de constituir el depósito:
	‐  Trabajadores.
	‐  Beneficiarios de la Seguridad Social.
	‐  Funcionarios y personal estatutario en su actuación ante el orden jurisdiccional social como empleados públicos gozan del derecho a la asistencia jurídica gratuita (art. 21.5 LRJS).
	‐  Trabajadores con contrato de trabajo al servicio de las instituciones sanitarias de la seguridad social (ATSJ Castilla y León, Burgos, 25-10-04, Rec. súplica 458/04).
	‐  Estado, Comunidades Autónomas, entidades locales (STS 19-3-90) y las entidades de derecho público con personalidad jurídica propia o dependientes de los mismos (art. 229.4 LRJS), en concreto:	•  Universidades Públicas (ATS 15-12-21, rec. 69/21; STS 448/22 de 17-5-22, rec. 98/21).
	•  Fundaciones municipales (STSJ Castilla y León, Valladolid, 16-5-05, Rec. 734/05).
	•  Entidades públicas empresariales como RENFE (ATSJ Andalucía, Sevilla, 27-4-98, Rec. Queja 561/98).


	‐  Entidades Gestoras de la Seguridad Social y Servicios comunes de la Seguridad Social. 
	‐  Órganos de las Comunidades Autónomas que han asumido la gestión de la asistencia sanitaria (STS 14-02-07, rcud. 3172/05).
	‐  Los sindicatos.
	‐  Asociaciones de utilidad pública (STSJ Castilla-La Mancha 7-7-04, Rec. 1972/03).
	‐  El Ministerio Fiscal.

2.  Consignación de cantidad
2.1.  Sentencias que condenen al pago de cantidad
Cuando la sentencia recurrida condene al pago de cantidad, será indispensable que el recurrente que no tenga derecho a la asistencia jurídica gratuita consigne la cantidad objeto de condena (art. 230.1 LRJS). Así, por ejemplo, los sindicatos están exentos de consignar cuando ejerciten un interés colectivo, por ejemplo, en una impugnación de una sanción por parte de un afiliado al sindicato (STS 3-11-2022, rcud. 1958/19); sin embargo, si actúan en el proceso como empleadores sí que están obligados a consignar (STS 4-12-18, rcud. 4553/17).
2.1.1.  Finalidad de la consignación
La finalidad del consignación o aseguramiento de la condena es garantizar la seriedad del recurso (STS 12-9-2018, rcud. 607/17), evitando la formulación de recursos meramente dilatorios y presiones sobre el trabajador para que renuncie a sus derechos (STC 173/2016, 17 oct.). Asimismo, se pretende proteger la ejecución futura y asegurar la rapidez del cumplimiento de la sentencia condenatoria una vez adquiera firmeza (STC 173/2016, 17 oct.) o, dicho de otro modo, «garantizar el cumplimiento del fallo condenatorio en el caso de que se confirme la resolución combatida, ya que será mucho más fácil dirigir la ejecución contra la cantidad consignada que iniciar un proceso de ejecución, con la complejidad y dilación que ello supone, y tratar de evitar también un eventual estado de insolvencia que podría producirse durante la sustanciación del recurso» (ATS 9-11-01, Rec. queja 1111/01; ATS 17-6-02, Rec. súplica 346/02).
2.1.2.  Objeto de la consignación o aseguramiento
La consignación o aseguramiento solo debe producirse cuando la sentencia impugnada condene al pago de cantidad, no cuando se trate de una sentencia consecuencia de pretensiones declarativas puras (STSJ Cataluña 27-1-99, Rec. 2101/98).
Objeto de la consignación lo es la cantidad objeto de la condena, esto es, la principal que con la demanda del actor (o la reconvención del demandado) se pretende (ATS 23-11-00, Rec. queja 3058/00). No se incluyen, por tanto, los intereses por mora (ATS 5-7-99, rcud.1577/98), costas procesales, honorarios de letrado (ATS 22-11-00, Rec. queja 2511/00; ATS 4-11-98, Rec. queja 2777/98) o las sanciones pecuniarias que se hayan podido imponer al recurrente de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75.4 y 97.3 LRJS.
Si el recurrente, de forma extraprocesal, hubiera satisfecho a la parte recurrida el importe de la condena, sería innecesaria la consignación habida cuenta que la finalidad que el artículo 230 LRJS persigue ya se habría conseguido (ATS 9-11-01, Rec. queja 1111/01).
En los procesos por despido la consignación comprende:
‐ Si estamos ante un despido improcedente, la cantidad fijada como indemnización y los salarios de tramitación, aunque se opte por la readmisión (ATS 18-1-06, Rec. queja 36/05; STS 14-7-00, rcud. 487/99; STS 17-2-99, rcud. 741/98).
‐ Si estamos ante un despido nulo, los salarios de tramitación (STS 14-6-00, rcud. 3338/99).
2.1.3.  Forma de efectuar la consignación o el aseguramiento
La consignación o aseguramiento de la cantidad objeto de condena puede efectuarse, de forma alternativa, en metálico o mediante aval bancario (art. 230.1 LRJS).
La consignación se efectuará en la oportuna entidad de crédito ‐en la actualidad la entidad de crédito es el SANTANDER‐ y en la "cuenta de depósitos y consignaciones" abierta a nombre del Juzgado o Sala de lo Social.
El aseguramiento mediante aval bancario se emite por entidad de crédito, será de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento (STC 173/2016, 17 oct.). El documento de aseguramiento quedará registrado y depositado en la Oficina judicial. El Letrado de la Administración de Justicia expedirá testimonio del mismo para su unión a autos, facilitando el oportuno recibo.
No se admiten otros medios alternativos a los previstos en la ley como pueda ser el simple ofrecimiento de bienes inmuebles (STS 3-2-04, Rec. queja 60/03).
En un supuesto de empresa en situación de preconcurso que carece de liquidez y a la que no conceden aval bancario, el Alto Tribunal tampoco acepta la hipoteca inmobiliaria unilateral de un bien libre de cargas, habida cuenta que con ella no se proporciona similar liquidez, certeza e inmediatez en la ejecución que la facilitada por las medidas previstas en el art. 230.1 LRJS (STC 173/2016, 17 oct.; unos años antes, también se denegó en STC 64/2000, 13 mar.)
Momento de efectuar la consignación. La consignación o aseguramiento de la cantidad objeto de condena debe efectuarse dentro del plazo para anunciar el recurso de suplicación, o de preparar el recurso de casación ordinaria o casación para la unificación de doctrina, y acreditarse en esos momentos (art. 230.1 y 3 LRJS).
Si el anuncio o la preparación del recurso se hubiera efectuado por medio de mera manifestación en el momento de la notificación de la sentencia, la consignación o aseguramiento podrá efectuarse hasta la expiración del plazo establecido para el anuncio o preparación del recurso, debiendo en este último caso acreditar dichos extremos dentro del mismo plazo ante la oficina judicial mediante los justificantes correspondientes (art. 230.3 LRJS).
El cumplimiento de este requisito (accesorio en el anuncio o preparación del recurso) debe efectuarse dentro del plazo procesal fijado para el requisito principal, el anuncio o preparación del recurso. Por tanto, si el escrito de anuncio o preparación se puede presentar hasta las 15 horas del día siguiente hábil al de finalización del plazo, a la consignación también resulta aplicable este «día de gracia» (STS 12-9-2018, rcud. 607/17).
Condena solidaria. Cuando la sentencia condene solidariamente al pago de cantidad, la obligación de consignación o aseguramiento alcanza a todos los condenados con tal carácter, salvo que la consignación o el aseguramiento, aunque efectuado solamente por alguno de los condenados, tuviera expresamente carácter solidario respecto de todos ellos para responder íntegramente de la condena que pudiera finalmente recaer frente a cualquiera de los mismos (art. 230.1.2º LRJS).
Condena por primera vez en la sentencia de suplicación. Cuando en la sentencia de suplicación se condene por primera vez o se incrementa la cuantía previamente reconocida en la sentencia de instancia, la consignación o aseguramiento se efectuará por primera vez, o se complementará en la medida correspondiente, al preparar el recurso de casación para la unificación de doctrina (art. 230.1.3º LRJS).
2.2.  Condena en materia de Seguridad Social
2.2.1.  Condena a sujeto distinto de una Entidad Gestora Seguridad Social
a) Ingreso del capital coste o importe de la prestación
Cuando se reconozca el derecho a percibir prestaciones de seguridad social, el condenado al pago de las mismas que pretenda recurrir -Mutua o empresario- tendrá que haber ingresado en la Tesorería General de la Seguridad Social el capital coste de la pensión o el importe de la prestación a la que haya sido condenado en el fallo (art. 230.2 a) LRJS).
b) Objetivo del ingreso
El objetivo del dicho ingreso es que, durante la tramitación del recurso, se abone la pensión o prestación al beneficiario.
c) Recargo por falta de medidas de seguridad
El mismo ingreso deberá efectuar el declarado responsable del recargo por falta de medidas de seguridad, en cuanto al porcentaje que haya sido reconocido por primera vez en vía judicial y respecto de las pensiones causadas hasta ese momento (art. 230.2 a) LRJS).
d) Condena al pago de mejoras voluntarias
Cuando en la sentencia se condene al abono de mejoras voluntarias, la consignación o aseguramiento de la condena deberá efectuarse conforme a lo establecido en el art. 230.1 LRJS.
e) Tramitación del ingreso del capital coste o del importe de la prestación
Cuando para recurrir sea necesario el ingreso del capital coste o del importe de la prestación, el Letrado de la Administración de Justicia, una vez anunciado o preparado el recurso, dicta una diligencia ordenando que se dé traslado de la Tesorería General Seguridad Social para que se fije el capital coste o importe de la prestación a percibir.
Recibida esta comunicación de la Tesorería, el Letrado de la Administración de Justicia la notificará al recurrente para que en un plazo de cinco días efectúe la consignación requerida en la referida Tesorería, bajo apercibimiento de que de no hacerlo así se pondrá fin al trámite del recurso (art. 230.2 b) LRJS).
2.2.2.  Condena a una Entidad Gestora de la Seguridad Social
Si el condenado al pago es la Entidad Gestora de la Seguridad Social, ésta deberá presentar ante la Oficina judicial certificación acreditativa de que comienza el abono de la prestación y que lo proseguirá pagando puntualmente durante la tramitación del recurso, hasta el límite de su responsabilidad, salvo en prestaciones de pago único o correspondiente a un período ya agotado en el momento del anuncio. La certificación debe presentarse al momento de anunciar el recurso (art. 230.2 c) LRJS).
2.3.  Efectos del incumplimiento de estas obligaciones
Defecto insubsanable. La falta total de consignación o aseguramiento constituye un defecto insubsanable. El juzgado o la Sala dictará un auto por el que tendrá por no anunciado o preparado el recurso de suplicación, casación o casación para la unificación de doctrina. Así mismo, declarará la firmeza de la resolución recurrida. Frente a dicho auto procede recurso de queja frente a la Sala de lo Social que hubiera debido conocer del recurso (art. 230.4 LRJS).
Idénticas consecuencias tiene el incumplimiento de las obligaciones en materia de seguridad social (art. 230.2 b) y c) y 4 LRJS).
Defecto subsanable. La insuficiencia en la consignación o aseguramiento efectuados, incluidas las especialidades en materia de Seguridad Social constituye un defecto subsanable. El Letrado de la Administración de Justicia concederá a la parte recurrente, con carácter previo a que se resuelva sobre el anuncio o preparación, un plazo de cinco días para que se subsane el defecto (art. 230.5 LRJS). Si se subsana el defecto, se tendrá por anunciado o preparado el recurso. Si no se subsana en tiempo y forma, la Sala dictará auto poniendo fin al trámite del recurso, quedando firme la resolución. Contra dicho auto procede recurso de queja ante la Sala de lo Social que hubiera debido conocer del recurso (art. 230.6 LRJS).
3.  Designación de letrado o graduado social colegiado
En el recurso de suplicación se ha eliminado el requisito de la intervención preceptiva de letrado. En este recurso las partes deberán estar defendidas por letrado o representadas técnicamente por graduado social colegiado (art. 21.1 LRJS). De este modo, los graduados sociales colegiados están autorizados para firmar el recurso de suplicación.
En los recursos de casación y casación para la unificación de doctrina sigue siendo preceptiva la asistencia de letrado (art. 21.1 LRJS).
Finalidad de la asistencia letrada en la fase de recursos. La asistencia de letrado (o de graduado social colegiado en el recurso de suplicación), en la fase de recursos, tiene como finalidad garantizar que las partes puedan actuar de la forma más conveniente para sus derechos e intereses y defenderse debidamente frente a la parte contraria. Dicho de otro modo, se pretende garantizar que la defensa de los intereses de los recurrentes se realice técnicamente de forma adecuada (STC 92/1990, 23 may.).
Momento en que debe designarse el letrado o, en su caso, graduado social colegiado.
Si el recurso formulado es el de suplicación, el nombramiento de letrado o de graduado social colegiado se hará ante el Juzgado de lo Social en el momento de anunciar el recurso (art. 194 y 231.1 LRJS). Se entiende que asume la representación y dirección técnica del recurrente el mismo que hubiera actuado con tal carácter en la instancia, salvo que se efectúe expresamente nueva designación (art. 231.1 in fine LRJS).
Si el recurso deducido es el de casación ordinaria, la designación de letrado se realiza ante la Sala de lo Social de procedencia (TSJ o AN) dentro del plazo señalado para su preparación o impugnación, según proceda (arts. 208, 211.1 y 231.2 LRJS).
Por último, se el recurso interpuesto es el de casación para la unificación de doctrina, el nombramiento por la parte recurrente se efectúa al prepararlo ante la Sala de lo Social de procedencia (TSJ), y por las demás partes ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo dentro del término del emplazamiento para su personación (arts. 221.2, 226.2 y 231.2 LRJS).
En ambos casos, se entiende que asume la representación del recurrente el mismo letrado que hubiera actuado con tal carácter ante la Sala de instancia o de suplicación, salvo que se efectúe expresamente nueva designación (art. 231.2 in fine LRJS).
Forma de efectuar el nombramiento de letrado o, en su caso, de graduado social colegiado. El nombramiento de letrado (o de graduado social colegiado en el recurso de suplicación) podrá efectuarse de la siguiente forma (art. 231.3 LRJS):
	‐ Por comparecencia ante el Letrado de la Administración de Justicia de los Juzgados o Salas de lo Social que corresponda. 
	‐ Por escrito: bien otorgado en escritura pública, bien mediante otro tipo de escrito (por ejemplo, el propio escrito de anuncio de recurso). En este último caso, no hay necesidad de que el nombramiento se ratifique ante el Letrado de la Administración de Justicia.

El nombramiento de letrado o, en su caso, de graduado social colegiado requiere, además, que se faciliten todos los datos del domicilio profesional, así como la dirección de correo electrónico, teléfono y fax del profesional designado que haya de ostentar la representación de la parte durante el recurso (art. 231.3 y 53.2 LRJS).
Defensa y representación. Siendo posible que la representación y defensa se lleve a cabo por personas distintas, está previsto que, si no se hubiera designado expresamente un representante, el letrado (o de graduado social colegiado en el recurso de suplicación) nombrado también lleve la representación de su defendido (art. 231.3 LRJS).
Nombramiento de oficio del letrado. En el recurso de suplicación, si el recurrente, trabajador, beneficiario o empresario que disfrute del derecho a la asistencia jurídica gratuita, no hiciere designación expresa de letrado o de graduado social colegiado, se le nombrará un letrado de oficio, salvo que tuviera efectuada previamente designación de oficio (art. 231.4 LRJS).
El nombramiento del letrado de oficio se efectuará por el Juzgado de lo Social en el día siguiente a aquél en que se concluya el plazo para anunciar el recurso.
La designación de letrado de oficio efectuada para el recurrente -trabajador, beneficiario o empresario que goce del derecho de asistencia jurídica gratuita- en la instancia comprende los trámites de anuncio, preparación, formalización, interposición o impugnación del respectivo recurso, sin necesidad de nueva designación de oficio, salvo para el recurso de casación para la unificación de doctrina en el que la designación de letrado de oficio de la parte recurrida se efectúa en la personación ante el Tribunal Supremo (art. 231.5 LRJS).
En el recurso de casación ordinaria, en su caso, la designación de letrado de oficio se efectúa para las actuaciones ulteriores de las partes que resulten necesarias durante la sustanciación del recurso ante el TS.
Puesta a disposición de los autos y plazo para recurrir. Designado el letrado de oficio por primera vez para el correspondiente trámite de recurso, se le notificará que los autos están a su disposición en la oficina judicial del juzgado o tribunal correspondiente para su examen, puesta a disposición o entrega, según proceda. Si el juzgado o tribunal dispone de los autos en soporte electrónico o se puede acceder a ellos por medios telemáticos, se entenderán puestos a su disposición desde el momento de la entrega de la copia o soporte o de la puesta a disposición por dichos medios de las actuaciones (art. 232.1 LRJS).
En este caso, los plazos de interposición, formalización o impugnación empezarán a correr desde la fecha de la notificación.
Viabilidad del recurso. Si el letrado designado de oficio estima viable la pretensión o no manifiesta que sea improcedente en el plazo de cinco días desde la notificación, lo interpondrá o quedará obligado a realizarlo en el plazo legalmente establecido (art. 232.3 LRJS)
Inviabilidad del recurso. Si el letrado designado de oficio estima inviable la pretensión, lo expondrá al Juzgado o Sala de lo Social por escrito sin razonar su opinión en el plazo de cinco días desde la notificación de la puesta a disposición de los autos (art. 232.2 LRJS). Y en un plazo de quince días lo comunicará a la Comisión de Asistencia jurídica gratuita.
La Comisión recabará dictamen del Colegio de Abogados y, en su caso, el informe del Ministerio Fiscal. Si ambos informes confirman la inviabilidad de la pretensión, la Comisión comunicará a la parte la desestimación de su solicitud de designación de letrado de oficio. En este caso, la parte puede nombrar un letrado de libre designación. La parte lo comunicará al Juzgado o a la Sala dentro del plazo de cinco días, acordándose la puesta a disposición de los autos al letrado o, en su caso, graduado social designado. En otro caso, se pondrá fin al trámite del recurso (art. 232.2 LRJS y arts. 32 a 35 Ley 1/1996, de 10 enero, de Asistencia Jurídica Gratuita).
Por el contrario, si el Colegio de Abogados o, en su caso, el Ministerio Fiscal consideran defendible la pretensión, se procederá a nombrar un nuevo letrado de oficio para quien será obligatoria la defensa.
En todo caso, mientras no resuelva la Comisión de Asistencia jurídica gratuita la viabilidad del recurso queda suspendido el plazo para la interposición del recurso.
4.  Presentación de documentos en trámite de recurso
Como regla general, en el proceso laboral la aportación de documentos para su práctica como medio de prueba se realiza en el acto del juicio que se celebra en la instancia (art. 87 LRJS).
También como regla general, en fase de recurso las Salas de lo Social no admitirán a las partes documento alguno ni alegaciones de hechos que no resulten de los autos (art. 233 LRJS).
«Lo que quiere decir es que el Tribunal ad quem no puede dar curso a actuaciones o documentos procedentes de las partes por cauce procesal inexistente; sería absurdo entender el precepto de manera que, por ejemplo, ni siquiera los escritos exigidos por la Ley (formalización, impugnación, aportación de apoderamiento, etc.) pudieran tener cabida» (STSJ Castilla-La Mancha 12-11-02, Rec. 708/01).
Como excepción a lo indicado, el artículo 233 LRJS admite la posibilidad de que las partes en fase de recurso puedan presentar determinados documentos sobre los que la Sala de lo Social debe pronunciarse sobre su admisión (ATS 20-07-2016, rcud. 2848/15).
4.1.  Documentos admisibles
4.1.1.  Documentos admisibles
De conformidad con el art. 233 LRJS es posible que las partes de un recurso aporten los documentos siguientes:
	-  sentencias, resoluciones judiciales firmes (STS 17-2-05, Rec. 1408/13; ATS 20-07-2016, rcud. 2848/15) o resoluciones administrativas firmes (ATS 19-07-2016, rcud. 2543/15);
	-  cualquier otro documento que sea decisivo para la resolución del recurso.

4.1.2.  Requisitos que deben cumplir los documentos para su admisión
La admisión de los referidos documentos se condiciona a que (STS 14-5-13, rec. 96/12; ATS 22-12-16, rec. 3268/14):
	-  La sentencia o resolución se haya dictado o notificado en fecha posterior al momento en que se llevaron a cabo las conclusiones del juicio laboral.
	-  Por su objeto y contenido resulten condicionantes o decisivas para resolver la cuestión planteada en la instancia o en el recurso.

De no tratarse de los documentos indicados o de no cumplir los requisitos señalados, los documentos serán rechazados de plano y devueltos a quien los aportó, sin que puedan ser tenidos en cuenta (ATS 27-07-2016, rcud. 3158/15, por tratarse de fotocopia de parte de un Convenio Colectivo; ATS 27-07-2016, rcud. 3627/14, por tratarse de grabaciones y su transcripción, que no tienen la consideración de documentos a estos efectos).
Cuando el documento reúna las anteriores exigencias, la Sala valorará en cada caso el alcance del documento (art. 271 LEC) en la sentencia que dicte.
4.2.  Tramitación procesal del documento aportado
Quién puede aportar un documento en fase de recurso. Los documentos pueden proponerse tanto por la parte recurrente como por la parte recurrida.
Órgano competente para resolver la admisión de documentos. La eventual admisión de documento será resuelta por la Sala de lo Social correspondiente que tenga que resolver el recurso planteado.
Momento idóneo para aportar el documento. El documento a aportar se puede presentar en cualquier momento anterior a la fecha fijada para la deliberación y votación de la sentencia. Normalmente se presenta con los escritos de interposición del recurso o de impugnación del recurso.
Forma de aportar el documento. El documento se aporta, con apoyo en el artículo 233 LRJS, mediante un escrito dirigido a la Sala de lo Social correspondiente, cuyo contenido básico consiste en solicitar su admisión en la fase de recurso. Conviene que la parte que aporte el documento argumente sobre la importancia del mismo, a fin de que la Sala pueda decidir con mejor criterio.
Procedimiento para resolver la admisión de un documento. El artículo 233 LRJS fija el siguiente procedimiento para resolver la eventual admisión de un documento presentado en fase de recurso:
	‐ Presentado el escrito, la Sala de lo Social oirá a la contraparte en un plazo de tres días. Para ello le dará traslado del escrito presentado, así como del documento que se pretende introducir. Este trámite de audiencia suele obviarse cuando el escrito de solicitud de aportación de un documento se tramita junto con el escrito de interposición o de impugnación del recurso, habida cuenta que la contraparte puede argumentar sobre el mismo en el escrito de impugnación o en las alegaciones al escrito de impugnación.
	‐ La contraparte argumentará sobre la concurrencia en el documento de  los requisitos exigidos por el artículo 233 LRJS, así como sobre los efectos que el mismo puede tener en la resolución del recurso.
	‐ Realizado el trámite de audiencia, en su caso, la Sala resuelve la admisión mediante Auto motivado en los dos días siguientes.
	‐ Contra el referido auto no cabe interponer recurso de reposición.

Efectos de la admisión o no del documento. El auto por el que se resuelve la admisión del documento puede declarar (art. 233.1 LRJS):
	-  La inadmisión del documento, con la consiguiente devolución del mismo a la parte proponente.
	-  La admisión del documento. En este caso, la Sala dará traslado a la parte proponente para que, en el plazo de cinco días, complemente su recurso o su impugnación y por otros cinco días a la parte contraria a los fines correlativos, esto es, para que el recurrido argumente en el escrito de impugnación sobre el modificado escrito de recurso; o para que el recurrente alegue sobre el nuevo escrito de impugnación.

Efectos sobre el trámite de inadmisión del recurso. Durante el trámite de admisión de documentos se interrumpirá el trámite que, en su caso, acuerde la Sala sobre la inadmisión del recurso (art. 233.2 LRJS).
5.  Acumulación de recursos
La presentación de recursos extraordinarios de la misma naturaleza (suplicación, casación ordinaria o casación para la unificación de doctrina) puede dar lugar a su acumulación, con el siguiente régimen jurídico (art. 234 LRJS):
	a)  La Sala de lo Social correspondiente (de los TSJ o del TS) acordará en resolución motivada y sin ulterior recurso, de oficio o a instancia de parte, antes del señalamiento para votación y fallo o para vista, en su caso, la acumulación de los recursos en trámite en los que exista identidad de objeto y de alguna de las partes.
	b)  La acumulación podrá acordarse directamente de oficio, previo traslado a las partes para que manifiesten lo que a su derecho convenga en un plazo de 5 días.
	c)  Acordada la acumulación de recursos, no podrá ésta dejarse sin efecto por el tribunal, salvo que no se hayan cumplido las prescripciones legales sobre acumulación o cuando la Sala justifique, de forma motivada, que la acumulación efectuada podría ocasionar perjuicios desproporcionados a la tutela judicial efectiva del resto de intervinientes.
	d)  Se designará Magistrado/a ponente de los recursos acumulados al que, de ellos, hubiera sido primeramente nombrado, y en igualdad de fechas, al más moderno.
	e)  En los recursos sobre pretensiones derivadas de un mismo accidente de trabajo o enfermedad profesional, cuando exista más de una Sección, conocerá de ellos la Sección que esté conociendo del primero de dichos recursos, siempre que conste dicha circunstancia de las actuaciones o se ponga de manifiesto al Tribunal por alguna de las partes.
	f)  La acumulación producirá el efecto de discutirse y resolverse conjuntamente todas las cuestiones planteadas.
	g)  El/la Letrado/a de la Administración de Justicia velará por el cumplimiento de lo dispuesto en materia de acumulación de recursos, poniendo en conocimiento de la Sala los recursos en los que se cumplan dichos requisitos, a fin de que se resuelva sobre la acumulación.

6.  Costas, multa y convenio transaccional
El art. 235 LRJS regula tres cuestiones diferentes:
	-  La imposición de costas a la parte vencida en el recurso.
	-  La imposición de una multa a la parte recurrente que haya obrado con mala fe o temeridad o con propósito dilatorio.
	-  El convenio transaccional.

A) Costas
En los medios de impugnación laborales, las costas incluyen los honorarios de letrado de la parte contraria (o de graduado social colegiado en el recurso de suplicación) que hubiera actuado en el recurso en defensa o en representación técnica de la parte (art. 235.1 LRJS).
Presupuestos necesarios para que pueda haber condena en costas. Son presupuestos necesarios para que, en su caso, la Sala de lo Social correspondiente pueda declarar la condena en costas que:
	‐ El recurso sea desestimado. 
	‐ La parte recurrida formule el correspondiente escrito de impugnación, firmado por letrado (o graduado social colegiado en el recurso de suplicación). A los Abogados del Estado no se les exige colegiación para que la parte recurrente y vencida pueda ser condenada en costas (STS 29-6-22, rcud. 1134/19). 

Quiénes pueden ser condenados en costas. Como criterio general, solo puede ser condenado en costas la parte vencida, esto es, la parte recurrente cuyo recurso se desestima por completo (SSTS 12-7-93, rcud. 848/92; 10-2-95, rcud. 2187/94; 26-6-95, rcud. 701/94), excepto que goce del beneficio de justicia gratuita (STS 14-2-07, rcud. 1514/05).
La condena en costas procede tanto en caso de desestimación como de inadmisión (ATS 11-2-02, rec. 4578/00).
No se considera parte vencida a quien actúa como recurrido en un recurso que resulta estimado (STS 21-1-02, rcud. 176/01). En efecto, la parte vencida a la que alude el artículo 235.1 LRJS es exclusivamente aquella que hubiera actuado como recurrente y cuya pretensión impugnatoria hubiese sido rechazada; no, por tanto, la que hubiese asumido en el recurso la posición de parte recurrida defendiendo si éxito el pronunciamiento impugnado (STS 2-10-2025, rcud. 3204/2024).
Serán objeto de condena en costas todos aquellos que no tengan derecho a la asistencia jurídica gratuita. A título de ejemplo, podrán ser condenados en costas:
	‐ Empresario (el empresario será condenado en costas aún en el caso en que interponiéndose el recurso por las partes trabajadora y empresarial se desestimen los dos recursos, SSTS 14-2-07, rcud. 1514/05 y 29-1-07, rcud. 4138/05).
	‐ FOGASA (STS 13-10-95, rcud. 1178/95).
	‐ Universidades (ATS 21-9-01, rcud. 3892/00).
	‐ Estado (SSTS 18-3-96, rcud. 2447/95 y 13-3-97, rcud. 3345/96).
	‐ Comunidades Autónomas (STS 30-1-96, rcud. 1323/95).
	-  Una fundación pública autonómica que no acredita ni solicita el beneficio de justicia gratuita (STS 27-4-22, rcud. 2575/20).
	‐ Las entidades públicas de derecho privado y demás organismos administrativos creados por las comunidades autónomas para gestionar la asistencia sanitaria en cada comunidad (STS 20-9-18, rcud. 56/2017, referido al Servicio Madrileño de Salud, SERMAS). 
	-  Las Consejerías de las comunidades autónomas competentes en materia de reconocimiento de un grado de discapacidad (STS 29-1-2024, rcud. 1392/2021).
	‐ Correos y Telégrafos (STS 15-11-94, rcud. 955/94).
	‐ Renfe (STSJ La Rioja 31-3-98, rec. 53/98).

Quiénes están excluidos o exentos de ser condenados en costas. Están exentos de ser condenados en costas:
	‐ Los trabajadores.
	‐ Quien era trabajador en el momento de producirse los hechos, aunque ya no cuando se presenta la demanda (STS 22-6-00, rcud. 1785/99).
	‐ Los beneficiarios de prestaciones de Seguridad Social.
	‐ Sindicatos (STS 11-05-2016, rcud. 3323/2014).
	‐ Los funcionarios públicos o personal estatutario que deban ejercitar sus derechos como empleados públicos ante el orden social.
	‐ Los que tengan derecho a la asistencia jurídica gratuita. Singularmente, las Entidades Gestoras de la Seguridad Social (STS 23-10-01, rcud. 3594/00), incluido el SEPE (STS 26-4-22, rcud. 2202/19), salvo que se aprecie su notoria mala fe o temeridad procesal, en cuyo caso sí que podrán ser objeto de condena en costas (SSTS 21-3-01, rcud. 530/00 y 28-3-01, rcud. 2374/00). Igualmente, la Tesorería General de la Seguridad Social, incluso cuando intervenga en el proceso como empleadora (STS 30-9-20, rec. 1667/18). No así las entidades públicas de derecho privado y demás organismos administrativos creados por las comunidades autónomas para gestionar la asistencia sanitaria en cada comunidad, por no tener la consideración de entidades gestoras (STS 20-9-18, rcud. 56/2017).

Cuantía de las costas. La cuantía objeto de condena en costas varía en atención al tipo de recurso que se formula, así (art. 235.1 LRJS):
	‐ Si el recurso es el de suplicación, las costas a imponer no podrán superar los 1.200 euros.
	‐ Si los recursos son los de casación, las costas a imponer no podrán superar los 1.800 euros.

A quién corresponde percibir la cantidad objeto de condena en costas. La cantidad objeto de condena será abonada a la parte recurrente que con posterioridad abonará a su letrado (o graduado social colegiado en el recurso de suplicación) la cantidad convenida por los servicios prestados.
Procesos excluidos de condena en costas. Como regla general, en el proceso de conflictos colectivos no procede la condena en costas (ATS 26-2-92, rcud. 1294/90). Cada parte se hará cargo de las costas causadas en la instancia (art. 235.2 LRJS).
Excepcionalmente, la Sala de lo Social correspondiente podrá imponer la condena en costas si la parte recurrente hubiera recurrido con temeridad o mala fe (art. 235.2 LRJS; SSTS 19-7-96, rec. 2924/95 y 8-10-97, rec. 3295/96).
B) Multa
Las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia o la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, cuando resuelvan los recursos de suplicación o de casación, respectivamente o declaren su inadmisibilidad, podrán imponer a la parte recurrente una multa cuando se estime que ha obrado de mala fe o temeridad o haya interpuesto el recurso con propósito dilatorio (art. 235.3 LRJS).
La multa se podrá imponer a cualquier parte recurrente, independientemente de que goce o no del beneficio de justicia gratuita. Por tanto, a los trabajadores -funcionarios públicos o personal estatutario-,  a los beneficiarios de la seguridad social o a los sindicatos también se les podrá imponer esta multa.
El importe de la multa podrá oscilar de 180 a 6.000 euros, ponderando la Sala las circunstancias del hecho, la capacidad económica y los perjuicios causados.
Además de la multa, la Sala también impondrá a dicho recurrente las costas, excepto cuando se trate de trabajadores, funcionarios, personal estatutario o beneficiarios de la seguridad social.
Cuando la Sala de lo Social imponga la multa de oficio y, en su caso, las costas, deberá oír previamente a las partes personadas en la forma que considere oportuno.
C) Convenio transaccional
Solución extrajudicial. A lo largo de toda la LRJS hay diferentes preceptos que promueven el acuerdo de las partes a fin de evitar el proceso (arts. 63 y ss. LRJS), la solución judicial en instancia al pleito (arts. 84 y 85 LRJS) o, finalmente, la solución judicial en fase de recurso (art. 235.4 LRJS).
Convenio transaccional. En efecto, el art. 235.4 LRJS permite que las partes puedan alcanzar, en cualquier momento durante la tramitación del recurso, un convenio transaccional por el que pongan fin al litigio.
Límites al convenio transaccional. Para que el acuerdo que suscriban las partes pueda ser homologado es necesario que no sea constitutivo de lesión gravemente para alguna de las partes, de fraude de ley o de abuso de derecho -en términos similares a la conciliación judicial, art. 84.2 LRJS-. Para que el órgano judicial pueda comprobar si el acuerdo alcanza entre las partes incurre en alguno de los defectos señalados deberá ponderar conjuntamente el fallo de la sentencia de instancia y el acuerdo propuesto para su homologación.
Homologación. Si el órgano judicial no aprecia los defectos indicados, procederá a la homologación del acuerdo mediante auto. El auto pone fin al litigio y, en su caso, declara la devolución del depósito constituido. Cada parte asume las costas causadas a su instancia. La Ley no dice nada sobre la eventual consignación o aseguramiento, pero si constituyeron el auto también deberá pronunciarse sobre las mismas.
Comoquiera que el convenio transaccional se puede alcanzar en cualquier momento durante la tramitación del recurso, el órgano judicial que homologue el convenio transaccional podrá ser tanto el órgano de instancia (JS, TSJ o AN) como el órgano que hubiera resuelto el recurso (TSJ o TS).
El auto de homologación reemplaza la sentencia de instancia, sustituye su contenido, sin que ésta deba entenderse ni revocada ni confirmada. Finalmente, dicho auto constituye título ejecutivo, conociendo de la ejecución el órgano que conoció del asunto en la instancia (art. 237.1 y 2 LRJS).
Impugnación del auto de homologación. El auto de homologación del convenio transaccional es susceptible de ser impugnado por las partes o por cualquier tercero que pudiera resultar perjudicado (por ejemplo, el FOGASA).
De la impugnación conocerá el órgano judicial que hubiera dictado el auto de homologación (JS, TSJ, AN o TS) y se  seguirán los trámites establecidos para la impugnación de la conciliación judicial (art. 84.6 LRJS).
Las causas que se podrán aducir para impugnar el auto de homologación son:
	-  Si quien impugna es una de las partes, ejercerá una acción de nulidad por las causas que invalidan los contratos.
	-  Si quien impugna es un tercero, ejercerá una acción de nulidad con fundamento en su ilegalidad o lesividad.

Contra la sentencia que resuelva la impugnación no procede recurso alguno.



Legislación

Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social
BOE  11 Octubre 2011 

Referencias al Letrado de la Administración de Justicia modificadas conforme establece la disposición adicional primera de la L.O. 72015, de 21 de julio.
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